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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
CONTRATO ESTATAL – Concepto 

El Estatuto General de Contratación de la Administración Pública –EGCAP- define los contratos de obra, consultoría, prestación de servicios, concesión, encargos fiduciarios y fiducia pública. Sin embargo, se trata de un listado enunciativo, pues la Ley 80 de 1993 se integra con las tipologías contractuales previstas en el derecho privado. Por ello, el inciso primero del artículo 13 dispone: “Los contratos que celebren las entidades a que se refiere el artículo 2o. del presente estatuto se regirán por las disposiciones comerciales y civiles pertinentes, salvo en las materias particularmente reguladas en esta ley”. 

Dicha idea también se reitera en el EGCAP considerando que: “Son contratos estatales todos los actos jurídicos generadores de obligaciones que celebren las entidades a que se refiere el presente estatuto, previstos en el derecho privado o en disposiciones especiales, o derivados del ejercicio de la autonomía de la voluntad” –art. 32, inciso primero–. Asimismo, dispone que “Las estipulaciones de los contratos serán las que, de acuerdo con las normas civiles, comerciales y las previstas en esta ley, correspondan a su esencia y naturaleza” –art. 40, inciso primero–.

CONTRATO ESTATAL - Perfeccionamiento 

[…] La única diferencia es que, en los contratos estatales, aquel debe cumplir con la solemnidad escrituraria, que significa la formalidad del escrito, convirtiéndose así en lo sustancial del acto jurídico, en virtud de los artículos 39 y 41 de la Ley 80 de 1993. En otras palabras, el contrato estatal existe y se perfecciona cuando consta por escrito y el contenido de ese escrito contenga el acuerdo sobre el objeto y la contraprestación.

RED DE HOGARES DE PASO – Ley 1098 de 2006 – Guía Operativa de la Modalidad Hogar de Paso – Modalidades
La red de hogares de paso constituye un sistema de alcance territorial y nacional, cuyo objetivo es garantizar la ubicación y la atención inmediata de niñas, niños y adolescentes que se encuentran en un proceso administrativo de restablecimiento de derechos. Estos hogares deben estar debidamente registrados y facilitar el ejercicio de las funciones de seguimiento y control por parte de las autoridades competentes. Así mismo, podrán ser administrados directamente por la entidad territorial o a través de una entidad del Sistema Nacional de Bienestar Familiar que cuente con licencia de funcionamiento para la prestación del Servicio Público de Bienestar Familiar, contratada por la respectiva entidad territorial.
En cuanto a las modalidades para la operación del Hogar de Paso, la “Guía Operativa de la Modalidad Hogar de Paso” expedida por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar – ICBF establece dos: i) Hogar de Paso con operador, la cual para prestar los servicios de protección integral requiere licencia de funcionamiento otorgada por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, en razón a lo establecido en el artículo 16 de la Ley 1098 de 2006. Frente a dicha licencia es necesario acreditar los requisitos de carácter legal, financiero, técnicos y administrativos establecidos en la Resolución 3899 de 2010, y ii) Hogar de Paso Familia, modalidad de operación administrada y financiada directamente por la entidad territorial, así como la ejecución del proceso de selección.
RED DE HOGARES DE PASO – Vinculación – Entidad territorial – Autonomía
 
Para efectos de la modalidad de Hogar de Paso Familia, la Guía establece orientaciones y recomendaciones para la realización de un proceso de selección para que sea aplicado directamente por la entidad territorial, por los operadores contratados para administrar la modalidad o por los profesionales destinados para este fin. El objetivo es orientar a la selección directa de familias, con el cumplimiento de los criterios de idoneidad para el cuidado de las niñas, los niños y los adolescentes, con el fin de ofrecer las mejores condiciones para la atención de ellos. En tal sentido, la Guía indica que debe realizar estos procesos de manera constante y como mínimo dos procesos de selección al año, preferiblemente uno en cada semestre, con el fin de mantener un banco de datos con la información de las familias disponibles para la ubicación de las niñas, los niños y los adolescentes en el momento en que sea requerido. Este procedimiento culmina con un acta de aprobación y la resolución en la cual se establece la figura del responsable de Hogar de Paso.

Sin embargo, ni el artículo 58 de la Ley 1098 de 2006 ni la Guía Operativa Hogar de Paso del ICBF establecen una forma específica de vinculación de las familias que integran la red de hogares de paso ni exigen la celebración de un contrato determinado para la prestación del servicio. En consecuencia, las entidades territoriales deberán atender las orientaciones técnicas y operativas del ICBF y cumplir los requisitos previstos para cada modalidad de hogar de paso, sin perjuicio de su autonomía para determinar la forma jurídica mediante la cual desarrollarán el servicio. Para tal efecto, deberán identificar la tipología contractual que corresponda, atendiendo al objeto, las obligaciones y la estructura económica del negocio jurídico. En ejercicio de dicha autonomía y de conformidad con los artículos 13, 32 y 40 de la Ley 80 de 1993, podrán considerar las tipologías contractuales legalmente previstas y las figuras admitidas por el derecho privado, siempre que resulten compatibles con el ordenamiento jurídico, el régimen de contratación aplicable y las necesidades del servicio.








Bogotá D.C., 19 de octubre de 2026
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Estimado Señor Jaimes,

En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en el artículo 4 de la Resolución 469 de 2025 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente responde su solicitud de consulta de fecha 21 de septiembre de 2026, donde solicita conceptuar sobre los siguientes aspectos: 

“(…)

Solicito un pronunciamiento claro, preciso, de fondo y diferenciado sobre los instrumentos jurídicos mediante los cuales las entidades territoriales pueden organizar, financiar y garantizar la operación de hogares de paso para niños, niñas y adolescentes, así como sobre el procedimiento de selección que corresponde a cada supuesto.

La consulta se circunscribe a los hogares de paso relacionados con las medidas de restablecimiento de derechos y la red contemplada en los artículos 57 y 58 de la Ley 1098 de 2006. No se refiere a alojamientos para pacientes, habitantes de calle o personas mayores, ni equipara el hogar de paso con el hogar sustituto. 

El propósito es contar con criterios generales que orienten la gestión municipal y la articulación del Sistema Nacional de Bienestar Familiar. No solicito aprobar un proceso contractual particular, seleccionar un contratista ni sustituir las competencias del ordenador del gasto. Tampoco actúo en representación de una entidad pública. 

Para evitar confusiones entre la modalidad de atención y la modalidad de selección contractual, solicito distinguir: a) la vinculación directa de una familia acogedora; b) la contratación de una persona natural para obligaciones determinadas; c) la contratación de una persona jurídica operadora; y d) la articulación entre entidades públicas. Si alguno de estos supuestos no es jurídicamente viable para el servicio consultado, indíquese expresamente

(…)”. 

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales.  	
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con el problema jurídico de su consulta. 

1. Problemas planteados:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, esta Agencia resolverá los siguientes problemas jurídicos: i) ¿Cuáles son los criterios para determinar la forma de vinculación de las familias que integran la red de hogares de paso?, ii) ¿Cuáles son las modalidades de selección y la tipología contractual que pueden resultar aplicables para la operación de los hogares de paso?, y iii) ¿Qué criterios deben observar las entidades territoriales para la estructurar y ejecución del servicio de la red de hogares de paso?.

2. Respuesta:

	i. La red de hogares de paso constituye un sistema de alcance territorial y nacional, cuyo objetivo es garantizar la ubicación y la atención inmediata de niñas, niños y adolescentes que se encuentran en un proceso administrativo de restablecimiento de derechos. Estos hogares deben estar debidamente registrados y facilitar el ejercicio de las funciones de seguimiento y control por parte de las autoridades competentes. 
Estos hogares operan en dos modalidades, la primera el Hogar de Paso con operador, el cual para prestar los servicios de protección integral, requiere licencia de funcionamiento otorgada por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, en razón a lo establecido en el artículo 16 de la Ley 1098 de 2006, frente a dicha licencia es necesario acreditar los requisitos estipulados en la Resolución 3899 de 2010, de carácter legal, financiero, técnicos, administrativos, según corresponda. Y segundo, el Hogar de Paso Familia, en esta modalidad de operación es administrada y financiada directamente por la entidad territorial, así como la ejecución del proceso de selección. 
Para efectos de la modalidad de Hogar de Paso Familia, la Guía establece orientaciones y recomendaciones para la realización de un proceso de selección para que sea aplicado directamente por la entidad territorial, por los operadores contratados para administrar la modalidad o por los profesionales destinados para este fin. El objetivo es orientar a la selección directa de familias, con el cumplimiento de los criterios de idoneidad para el cuidado de las niñas, los niños y los adolescentes, con el fin de ofrecer las mejores condiciones para la atención de ellos. En tal sentido, la Guía indica que debe realizar estos procesos de manera constante y como mínimo dos procesos de selección al año, preferiblemente uno en cada semestre, con el fin de mantener un banco de datos con la información de las familias disponibles para la ubicación de las niñas, los niños y los adolescentes en el momento en que sea requerido. Este procedimiento culmina con un acta de aprobación y la resolución en la cual se establece la figura del responsable de Hogar de Paso.
 Sin embargo, ni el artículo 58 de la Ley 1098 de 2006 ni la Guía Operativa Hogar de Paso del ICBF establecen una forma específica de vinculación de las familias que integran la red de hogares de paso ni exigen la celebración de un contrato determinado para la prestación del servicio. En consecuencia, las entidades territoriales deberán atender las orientaciones técnicas y operativas del ICBF y cumplir los requisitos previstos para cada modalidad de hogar de paso, sin perjuicio de su autonomía para determinar la forma jurídica mediante la cual desarrollarán el servicio. Para tal efecto, deberán identificar la tipología contractual que corresponda, atendiendo al objeto, las obligaciones y la estructura económica del negocio jurídico. En ejercicio de dicha autonomía y de conformidad con los artículos 13, 32 y 40 de la Ley 80 de 1993, podrán considerar las tipologías contractuales legalmente previstas y las figuras admitidas por el derecho privado, siempre que resulten compatibles con el ordenamiento jurídico, el régimen de contratación aplicable y las necesidades del servicio.
En este contexto, toda entidad que desarrolle el Servicio Público de Bienestar Familiar ya sea de manera directa o a través de operadores, goza de autonomía para definir el tipo de vínculo mediante el cual se ejecutará dicho servicio. En consecuencia, la entidad territorial es la competente para establecer el tipo de contrato o vinculación a través del cual se desarrollará el Servicio Público de Bienestar Familiar en las distintas modalidades referidas, atendiendo a su marco normativo, a sus capacidades institucionales y a las necesidades del servicio. 
ii. Cuando la entidad territorial deba celebrar un contrato estatal para la operación del Hogar de Paso, la selección del contratista estará sometida a las modalidades previstas en el artículo 2 de la Ley 1150 de 2007 y sus normas reglamentarias. de acuerdo con las características del servicio, su objeto, las obligaciones que se pretendan asumir y el régimen de contratación aplicable a la entidad territorial. En consecuencia, podrán considerarse, según las circunstancias de cada caso, contratos de prestación de servicios, contratos interadministrativos, convenios de asociación con entidades sin ánimo de lucro u otros contratos, siempre que se cumplan los presupuestos legales para su celebración. 
En particular, la contratación directa solo procederá cuando se configure alguna de las causales previstas legalmente. Así, los convenios de asociación y los contratos con entidades privadas sin ánimo de lucro deberán sujetarse, según corresponda, al artículo 96 de la Ley 489 de 1998, al artículo 355 de la Constitución Política y al Decreto 092 de 2017, mientras que los contratos interadministrativos deberán cumplir los requisitos y límites establecidos en el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública.
Por su parte, el contrato de aporte cuenta con regulación especial en el marco de las competencias del ICBF, particularmente en la Ley 7 de 1979 y el Decreto 2388 de 1979, compilado en el Decreto 1084 de 2015. Sin embargo, esa regulación no permite concluir que las entidades territoriales deban emplear necesariamente dicha tipología contractual para operar los hogares de paso, ni que puedan trasladar automáticamente a su contratación el régimen especial del ICBF. Por tanto, corresponde a cada entidad territorial determinar la figura jurídica y la modalidad de selección procedentes, con fundamento en las normas aplicables y en la estructuración del servicio.
iii. Las entidades territoriales, en la estructuración del proceso que determinen, de acuerdo con la modalidad de selección aplicable y la tipología contractual escogida, deberán elaborar los estudios y documentos previos que permitan identificar la necesidad, definir el objeto, estimar el presupuesto, analizar el sector, establecer los requisitos habilitantes y asignar los riesgos previsibles. 
Estas exigencias deberán ser proporcionales al objeto y a las condiciones de ejecución, evitar restricciones injustificadas a la participación y considerar las particularidades de las familias acogedoras y de los operadores. Asimismo, la planeación deberá contemplar la duración requerida para atender la necesidad, los esquemas de pago, la procedencia de prórrogas, adiciones y vigencias futuras, cuando corresponda. La exigencia de inscripción en el Registro Único de Proponentes (RUP), de garantías y de experiencia deberá definirse conforme al régimen jurídico, la modalidad de selección y las excepciones legales aplicables, con la debida justificación en los documentos del proceso.
En la estructuración del servicio, las entidades deberán incorporar los lineamientos técnicos del ICBF, así como los criterios de idoneidad, estándares de atención, licencias y autorizaciones exigibles, según corresponda. También deberán determinar la naturaleza jurídica y finalidad de los recursos destinados a las familias acogedoras, de manera que se establezcan los instrumentos para formalizar el vínculo, los soportes para la entrega de recursos y los controles aplicables. Durante la ejecución, deberán implementar mecanismos de seguimiento y supervisión que permitan verificar la disponibilidad efectiva de los hogares, la atención prestada, el cumplimiento de las obligaciones y estándares técnicos, y la correspondencia entre los servicios acreditados y los pagos efectuados, sin sustituir las competencias de las autoridades administrativas responsables del proceso de restablecimiento de derechos.
Las entidades territoriales deberán garantizar la publicidad de los documentos y actuaciones contractuales en SECOP, de conformidad con las reglas aplicables, sin desconocer las reservas legales ni los deberes de protección de los datos personales y de la intimidad y seguridad de los niños, niñas, adolescentes y familias acogedoras. En todo caso, corresponde a cada entidad, en ejercicio de sus competencias y autonomía contractual, estructurar y adelantar el proceso, justificar la modalidad de selección, ordenar el gasto, administrar los recursos y ejercer la supervisión. 
Finalmente, debe advertirse que el análisis en torno a un proceso de contratación especifico debe ser realizado por quienes tengan interés en ello. De esta forma, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponderá a los interesados de adoptar la decisión y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.



3. Razones de la respuesta:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones:

[bookmark: _Hlk102983874][bookmark: _Hlk102388095][bookmark: _Hlk35535746]i El Estatuto General de Contratación de la Administración Pública –EGCAP- define los contratos de obra, consultoría, prestación de servicios, concesión, encargos fiduciarios y fiducia pública. Sin embargo, se trata de un listado enunciativo, pues la Ley 80 de 1993 se integra con las tipologías contractuales previstas en el derecho privado. Por ello, el inciso primero del artículo 13 dispone: “Los contratos que celebren las entidades a que se refiere el artículo 2o. del presente estatuto se regirán por las disposiciones comerciales y civiles pertinentes, salvo en las materias particularmente reguladas en esta ley”.
Dicha idea también se reitera en el EGCAP considerando que: “Son contratos estatales todos los actos jurídicos generadores de obligaciones que celebren las entidades a que se refiere el presente estatuto, previstos en el derecho privado o en disposiciones especiales, o derivados del ejercicio de la autonomía de la voluntad” –art. 32, inciso primero–. Asimismo, dispone que “Las estipulaciones de los contratos serán las que, de acuerdo con las normas civiles, comerciales y las previstas en esta ley, correspondan a su esencia y naturaleza” –art. 40, inciso primero–.
Los contratos se fundan bajo el principio de autonomía de voluntad de las partes, donde ocurren varias personas en la celebración de un negocio que suelen ser quienes materialmente, y en la práctica, actúan como partes del correspondiente acuerdo, es decir, quienes se obligan en virtud de este. Se pone de presente que conforme al artículo 13 de la Ley 80 de 1993, el contrato estatal se rige por las disposiciones comerciales y civiles pertinentes en todo aquello que no esté regulado por el EGCAP, por lo que se resalta el artículo 1495 del Código Civil que dispone el “contrato o convención es un acto por el cual una parte se obliga para con otra a dar, hacer, o no alguna cosa. Cada parte puede ser de una o muchas personas”. A su turno, el Código de Comercio establece en el artículo 864 que “el contrato es un acuerdo de dos o más partes para constituir, regular o extinguir entre ellas una relación jurídica patrimonial”.
Por su parte, el artículo 1º de la Ley 80 de 1993 determina que su objetivo es disponer de reglas y principios que rigen los contratos de las entidades estatales y, en ese sentido, el artículo 32 ibidem define los contratos estatales como “todos los actos jurídicos, generadores de obligaciones que celebren las entidades a que se refiere este estatuto [art. 2], previstos en el derecho privado o en disposiciones especiales, o derivados del ejercicio de la autonomía de la voluntad”. De acuerdo con lo anterior, para la definición de contrato estatal basta con que una de las entidades que enumera el artículo 2º de la Ley 80 de 1993[footnoteRef:1] sea una de las partes, sin importar el extremo de la relación jurídico negocial que asuma.  [1:  El artículo 2º define, para los efectos del ámbito de sujeción del estatuto, que se denominan entidades estatales: “a) La Nación, las regiones, los departamentos, las provincias, el distrito capital y los distritos especiales, las áreas metropolitanas, las asociaciones de municipios, los territorios indígenas y los municipios; los establecimientos públicos, las empresas industriales y comerciales del Estado, las sociedades de economía mixta en las que el Estado tenga participación superior al cincuenta por ciento (50%), así como las entidades descentralizadas indirectas y las demás personas jurídicas en las que exista dicha participación pública mayoritaria, cualquiera sea la denominación que ellas adopten, en todos los órdenes y niveles. b) El Senado de la República, la Cámara de Representantes, el Consejo Superior de la Judicatura, la Fiscalía General de la Nación, la Contraloría General de la República, las contralorías departamentales, distritales y municipales, la Procuraduría General de la Nación, la Registraduría Nacional del Estado Civil, los ministerios, los departamentos administrativos, las superintendencias, las unidades administrativas especiales y, en general, los organismos o dependencias del Estado a los que la ley otorgue capacidad para celebrar contratos”.] 

Por otra parte, el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública – en adelante EGCAP – prevé dos tipos de exigencias en relación con los contratos estatales: (i) las relacionadas con el perfeccionamiento y (ii) las que tienen que ver con la ejecución. Si bien ambas se complementan y marcan el origen de la fase contractual –o de ejecución–, es importante distinguirlas, ya que las consecuencias jurídicas que generan son diferentes. 
Los requisitos de perfeccionamiento del contrato estatal son mandatos normativos que determinan cuándo se entiende celebrado. Es decir, se trata de prescripciones que establecen en qué momento existe el contrato. Según el artículo 1501 del Código Civil, todo contrato se caracteriza por tener tres tipos de elementos: los de la esencia, los de la naturaleza y los accidentales. 
Los de la esencia son aquellos que, al cumplirse, marcan la existencia del contrato y le otorgan su identidad o tipología, permitiendo que no se confunda con otro contrato. Los de la naturaleza son aquellos que, no siendo esenciales al contrato, se entienden incorporados por ministerio de la ley, aun ante el silencio de las partes. Y los accidentales son los que las partes agregan en ejercicio de su autonomía de la voluntad, ya que no son ni esenciales, ni de la naturaleza del contrato[footnoteRef:2]. Los requisitos de perfeccionamiento del contrato estatal ingresan dentro de los elementos de la esencia. [2:  En efecto, este enunciado normativo establece: “Se distinguen en cada contrato las cosas que son de su esencia, las que son de su naturaleza, y las puramente accidentales. Son de la esencia de un contrato aquellas cosas sin las cuales, o no produce efecto alguno, o degeneran en otro contrato diferente; son de la naturaleza de un contrato las que no siendo esenciales en él, se entienden pertenecerle, sin necesidad de una cláusula especial; y son accidentales a un contrato aquellas que ni esencial ni naturalmente le pertenecen, y que se le agregan por medio de cláusulas especiales”.] 

Así las cosas, en relación con los requisitos de ejecución debe señalarse que, estos posibilitan el inicio de la fase de realización de las actividades pactadas en el contrato, es decir, el cumplimiento del objeto del negocio jurídico. A partir de esta distinción, es posible encontrar contratos estatales –perfeccionados– respecto de los cuales aún falte satisfacer uno o varios requisitos de ejecución. Sobre el particular, el Consejo de Estado aclaró la diferencia entre el perfeccionamiento y la ejecución del contrato, de la siguiente manera:

“La Sala concluyó y ahora se reitera que i) la existencia del contrato no difiere de la perfección, esto es cumplidos los elementos esenciales que dan lugar al contrato no queda sino aceptar la relación jurídico contractual; ii) por virtud de lo dispuesto en la Ley 80 de 1993 el contrato estatal existe, esto es, “se perfecciona” cuando “se logra acuerdo sobre el objeto y la contraprestación y éste se eleve a escrito”; iii) es ejecutable cuando se cumplen las condiciones previstas en el inciso segundo del artículo 41 de la ley, interpretado en concordancia con lo dispuesto en el artículo 49 de la Ley 179 de 1994, compilado en el artículo 71 del Estatuto Orgánico de Presupuesto, Decreto Ley 111 de 1996 y iv) el requisito relativo al registro presupuestal no es una condición de existencia del contrato estatal, es un requisito de ejecución”[footnoteRef:3]. [3:  Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Subsección B. Sentencia del 10 de mayo de 2018. Exp. 41.186. C.P. Stella Conto Díaz del Castillo.
] 


En ese sentido, los contratos del derecho común y los contratos de la Administración están determinados por la generalidad de sus elementos esenciales tales como la capacidad legal de los contratantes, el consentimiento sin que adolezca de vicios y objeto y causa lícitos a los que se refiere el 1501 en cita. La única diferencia es que, en los contratos estatales, aquel debe cumplir con la solemnidad escrituraria, que significa la formalidad del escrito, convirtiéndose así en lo sustancial del acto jurídico, en virtud de los artículos 39 y 41 de la Ley 80 de 1993. En otras palabras, el contrato estatal existe y se perfecciona cuando consta por escrito y el contenido de ese escrito contenga el acuerdo sobre el objeto y la contraprestación. 
ii. Precisado lo anterior y para responder los problemas jurídicos planteados, en primer lugar es pertinente indicar que la Ley 1098 de 2006 en su artículo 58, define la red de hogares de paso: 

“Artículo 58. Red De Hogares De Paso. Se entiende por Red de Hogares de Paso el grupo de familias registradas en el programa de protección de los niños, las niñas y los adolescentes, que están dispuestas a acogerlos, de manera voluntaria y subsidiada por el Estado, en forma inmediata, para brindarles el cuidado y atención necesarios.
En todos los distritos, municipios y territorios indígenas del territorio nacional, los gobernadores, los alcaldes, con la asistencia técnica del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, organizarán las redes de hogares de paso y establecerá el registro, el reglamento, los recursos, los criterios de selección y los controles y mecanismos de seguimiento y vigilancia de las familias, de acuerdo con los principios establecidos en este código.”

En el marco de la mencionada ley, la red de hogares de paso constituye un sistema de alcance territorial y nacional, cuyo objetivo es garantizar la ubicación y la atención inmediata de niñas, niños y adolescentes que se encuentran en un proceso administrativo de restablecimiento de derechos. Estos hogares deben estar debidamente registrados y facilitar el ejercicio de las funciones de seguimiento y control por parte de las autoridades competentes. Así mismo, podrán ser administrados directamente por la entidad territorial o a través de una entidad del Sistema Nacional de Bienestar Familiar que cuente con licencia de funcionamiento para la prestación del Servicio Público de Bienestar Familiar, contratada por la respectiva entidad territorial[footnoteRef:4]. [4:  Así lo establece la Guía Operativa de la Modalidad de Hogar de Paso expedida por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar – ICBF. Disponible Aquí
] 

	En cuanto a las modalidades para la operación del Hogar de Paso, la “Guía Operativa de la Modalidad Hogar de Paso” expedida por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar – ICBF establece dos: i) Hogar de Paso con operador, la cual para prestar los servicios de protección integral requiere licencia de funcionamiento otorgada por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, en razón a lo establecido en el artículo 16 de la Ley 1098 de 2006[footnoteRef:5]. Frente a dicha licencia es necesario acreditar los requisitos de carácter legal, financiero, técnicos y administrativos establecidos en la Resolución 3899 de 2010, y ii) Hogar de Paso Familia, modalidad de operación administrada y financiada directamente por la entidad territorial, así como la ejecución del proceso de selección. [5:   Artículo 17. Derecho a la vida y a la calidad de vida y a un ambiente sano. Los niños, las niñas y los adolescentes tienen derecho a la vida, a una buena calidad de vida y a un ambiente sano en condiciones de dignidad y goce de todos sus derechos en forma prevalente. La calidad de vida es esencial para su desarrollo integral acorde con la dignidad de ser humano. Este derecho supone la generación de condiciones que les aseguren desde la concepción cuidado, protección, alimentación nutritiva y equilibrada, acceso a los servicios de salud, educación, vestuario adecuado, recreación y vivienda segura dotada de servicios públicos esenciales en un ambiente sano. PARÁGRAFO. El Estado desarrollará políticas públicas orientadas hacia el fortalecimiento de la primera infancia.] 

Para efectos de la modalidad de Hogar de Paso Familia, la Guía establece orientaciones y recomendaciones para la realización de un proceso de selección para que sea aplicado directamente por la entidad territorial, por los operadores contratados para administrar la modalidad o por los profesionales destinados para este fin. El objetivo es orientar a la selección directa de familias, con el cumplimiento de los criterios de idoneidad para el cuidado de las niñas, los niños y los adolescentes, con el fin de ofrecer las mejores condiciones para la atención de ellos. En tal sentido, la Guía indica que debe realizar estos procesos de manera constante y como mínimo dos procesos de selección al año, preferiblemente uno en cada semestre, con el fin de mantener un banco de datos con la información de las familias disponibles para la ubicación de las niñas, los niños y los adolescentes en el momento en que sea requerido. Este procedimiento culmina con un acta de aprobación y la resolución en la cual se establece la figura del responsable de Hogar de Paso. 
Asimismo, de conformidad con la Guía “cuando la operación de la modalidad hogar de paso casa hogar o familiar se desarrolla directamente por la entidad territorial no se requiere de licencia de funcionamiento. Ahora bien, si la entidad territorial desarrolla la modalidad a través de la contratación de un tercero, éste sí debe contar con la respetiva licencia de funcionamiento (…)”. De igual forma, en cuanto a la estructura de costos la Guía indica lo siguiente: 

Desde el ICBF se brindan orientaciones técnicas y algunas recomendaciones frente al cumplimiento de requisitos para prestar la modalidad; sin embargo, la entidad territorial sea con operador o de manera directa es autónoma del tipo de contrato de aporte que realiza y de los términos de contratación. Los recursos del contrato de aporte cuando sea con operador se destinarán a proporcionar los requerimientos para la operación de la modalidad con el fin de que el proceso de atención responda de manera exitosa al efectivo restablecimiento de los derechos amenazados y/o vulnerados de las niñas, niños y adolescentes ubicados. 
Los recursos cuando se trata de operador serán destinados para cumplir con la contratación y cualificación del talento humano, el fortalecimiento y acompañamiento a los hogares de paso familia, infraestructura del Hogar de Paso Casa Hogar, llevar a cabo el proceso de atención de los niños, niñas y adolescentes ubicados y cubrimiento de necesidades de la población. Por parte de la administración directa de Hogar de Paso Familia la entidad territorial garantizará que la familia de paso brinde cubrimiento de necesidades básicas (vivienda, aseo, alimentación, transporte, vestuario y demás) durante el tiempo que esté allí ubicado.

Como se evidencia, el artículo 58 de la Ley 1098 de 2006 atribuye la facultad a los distritos, municipios y territorios indígenas del territorio nacional, los gobernadores, los alcaldes, con la asistencia técnica del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, de organizar las redes de hogares de paso y establecerá el registro, el reglamento, los recursos, los criterios de selección y los controles y mecanismos de seguimiento y vigilancia de las familias, de acuerdo con los principios establecidos en este código. Sin embargo, esta normativa no establece una forma de vinculación particular o la celebración de un contrato específico para tales efectos. 
Por su parte, la Guía Operativa de la Modalidad Hogar de Paso, expedida por el ICBF, contempla las modalidades de operación del servicio y prevé que la entidad territorial puede prestarlo directamente o a través de un operador. Al respecto, si bien la Guía establece un proceso de selección para la modalidad de Hogar de Paso Familia, este tiene como finalidad “mantener un banco de datos con la información de las familias disponibles para la ubicación de las niñas, los niños y los adolescentes en el momento en que sea requerido”, como parte de la organización operativa de dicha modalidad. Asimismo, señala que toda entidad que desarrolle el Servicio Público de Bienestar Familiar, ya sea directamente o mediante un operador, es “autónoma del tipo de contrato de aporte que realiza y de los términos de contratación”.
En consecuencia, las entidades territoriales deberán atender las orientaciones técnicas y operativas del ICBF para el cumplimiento de los requisitos previstos para cada modalidad de Hogar de Paso, sin perjuicio de su autonomía para determinar la forma jurídica mediante la cual desarrollarán el servicio. Para tal efecto, deberán identificar la tipología contractual que corresponda, atendiendo al objeto, las obligaciones y la estructura económica del negocio jurídico. En ejercicio de dicha autonomía y de conformidad con los artículos 13, 32 y 40 de la Ley 80 de 1993, podrán considerar las tipologías contractuales legalmente previstas y las figuras admitidas por el derecho privado, siempre que sean compatibles con el ordenamiento jurídico, el régimen de contratación aplicable y las necesidades del servicio.
En este contexto, toda entidad que desarrolle el Servicio Público de Bienestar Familiar ya sea de manera directa o a través de operadores, goza de autonomía para definir el tipo de vínculo mediante el cual se ejecutará dicho servicio. En consecuencia, la entidad territorial es la competente para establecer el tipo de contrato o vinculación a través del cual se desarrollará el Servicio Público de Bienestar Familiar en las distintas modalidades referidas, atendiendo a su marco normativo, a sus capacidades institucionales y a las necesidades del servicio. 
En todo caso, es importante señalar que los aspectos y requisitos técnicos y operativos aplicables a cada una de las modalidades para descritas para la prestación del servicio se encuentran definidos en los lineamientos del ICBF. Por su parte, corresponde a la entidad territorial, en ejercicio de su autonomía y atendiendo al marco normativo aplicable, determinar la forma mediante la cual establecerá el vínculo para el desarrollo del servicio, así como las condiciones de dicha contratación.  (Respuesta a preguntas 1 a 4)
Asi las cosas, cuando la entidad territorial deba celebrar un contrato estatal para la operación del Hogar de Paso, la selección del contratista estará sometida a las modalidades previstas en el artículo 2 de la Ley 1150 de 2007 y sus normas reglamentarias. En efecto, según esta disposición las modalidades de selección a las que actualmente pueden recurrir las Entidades Estatales para adelantar sus procesos de contratación estatal son: 1) la licitación pública, 2) la selección abreviada, 3) el concurso de méritos, 4) la mínima cuantía y 5) la contratación directa. 
En términos generales, la licitación pública, la selección abreviada, el concurso de méritos y la mínima cuantía son modalidades de selección competitivas o abiertas a competencia, ya que en ellas tiene lugar la participación de varios proponentes en una fase pública de presentación de ofertas. Esto permite que todas las personas interesadas concurran al proceso en igualdad de condiciones y compitan en el mismo. En contraste, la modalidad de selección de contratación directa no es competitiva, es decir, que no es abierta a los proponentes para que los interesados presenten sus ofertas. En esta, es la entidad la que determina, de forma directa, la persona que puede participar y que será seleccionada. En relación con esta última, es importante señalar que es una excepción al principio de libre concurrencia y competencia por lo que es de aplicación restrictiva, es decir, solo procede por las causales señaladas expresamente en la ley.
El Estatuto General de Contratación de la Administración Pública (compuesto principalmente por la Ley 80 de 1993, Ley 1150 de 2007 y el Decreto 1082 de 2015) señala las etapas y requisitos que deben cumplir las entidades para adelantar cada uno de estos procedimientos, incluyendo las circunstancias que los hacen procedentes para la adquisición de obras, bienes y servicios. Con base en este marco jurídico, cada entidad es responsable de determinar la modalidad de selección adecuada para satisfacer su necesidad y estructurar sus procedimientos contractuales en cumplimiento de los principios de la función administrativa, los presupuestales y los de contratación pública. En efecto, los Procesos de Contratación que deben adelantar las Entidades Estatales para adquirir los bienes, obras o servicios que requieren, se rigen por procedimientos reglados establecidos por la ley y el reglamento.
En consecuencia, la licitación pública constituye la regla general, la selección abreviada procederá cuando se configure alguna de las causales legales, la mínima cuantía dependerá del límite económico aplicable a la entidad, y la contratación directa únicamente será viable cuando se acredite una causal taxativa. La elección deberá sustentarse en los estudios y documentos del proceso, atendiendo al objeto, la cuantía, las condiciones del mercado y la naturaleza del contratista. (Respuesta a pregunta 5)
Ahora bien, en atención a la autonomía con que cuenta la entidad para determina el tipo de contrato, podrá evaluar la viabilidad de suscribir contratos de colaboración con entidades sin ánimo de lucro – ESAL- que se celebran con el fin impulsar programas y actividades de interés público de acuerdo con el Plan Nacional o los planes seccionales de desarrollo, en los términos del artículo 355 de la Constitución Política y teniendo en cuenta lo dispuesto en el Decreto 092 de 2017. Estos contratos, no dan lugar a una contraprestación directa a favor de la entidad y tampoco a una relación conmutativa entre esta y la ESAL, toda vez que el beneficio directo lo recibirán, en últimas, los sectores de este tipo de acciones de fomento. 
Asimismo, podrá revisar la posibilidad de celebrar convenios de asociación con ESAL para el desarrollo conjunto de actividades relacionadas con las funciones de las entidades estatales, en desarrollo del artículo 96 de la Ley 489 de 1998, en los términos establecidos por el artículo 5 del Decreto 092 de 2017. Estos convenios “[t]ienen como finalidad que la Entidad Estatal, cualquiera que sea su naturaleza y orden administrativo, se asocien con personas jurídicas particulares para el desarrollo conjunto de actividades relacionadas con los cometidos y funciones asignadas a aquellas conforme a la Constitución y a la Ley”[footnoteRef:6]. En estos convenios existen aportes dirigidos, especialmente, a lograr la ejecución del convenio. De todos modos, la entidad deberá adelantar un proceso competitivo, salvo cuando la ESAL comprometa recursos en dinero para la ejecución de estas actividades, en una proporción no inferior al 30% del valor total del convenio. El convenio de asociación no es conmutativo y, por tanto, la entidad no instruye al contratista para desarrollar los programas o actividades previstas, sino que se asocia con él para el cumplimiento de objetivos comunes[footnoteRef:7].  [6:  Concepto del 3 de septiembre de 2019, con radicado No. 2201913000006512.
]  [7:  Sobre la naturaleza de los convenios de asociación, se reitera lo expuesto en el concepto del 19 de noviembre de 2019, con radicado No. 2201913000008611.] 

Es importante aclarar que los negocios jurídicos que regula el Decreto 092 de 2017 “[…] son esencialmente distintos a los contratos para la adquisición y aprovisionamiento de bienes, obras o servicios regulados por el estatuto de contratación y[, como tal,] no hacen parte del sistema de compra pública. […] De acuerdo con lo anterior, si la Entidad Estatal adquiere o se abastece de un bien, obra o servicio en un contrato conmutativo en el cual el proveedor es una [ESAL], debe aplicar el régimen contenido en las Leyes 80 de 1993 y 1150 de 2007, y no el Decreto 092 de 2017”[footnoteRef:8]. Así lo consideró la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado: [8:  Cfr. Concepto del 21 de agosto de 2019, dictado dentro del radicado No. 2201913000006047.] 


“Como ya se indicó, el objeto de los contratos que autoriza el inciso segundo del artículo 355 Superior, se limita a la realización de actividades o programas de interés público que, conforme a los planes de desarrollo, adelanten instituciones privadas sin ánimo de lucro. Aquellos que generan una contraprestación directa a favor de la entidad contratante y los que tienen por objeto desarrollar proyectos específicos, corresponden al giro normal de las funciones propias de la entidad estatal, y por lo tanto, se tipifican dentro de cualquiera de las modalidades de contratación de la ley 80 de 1.993, debiendo sujetarse a los procedimientos allí previstos, en especial los de escogencia del contratista.
Cuando el artículo 355 autoriza a las entidades estatales a celebrar contratos para “impulsar” programas y actividades de interés público, se refiere a los del ente privado y no a los del Estado, pues respecto de éste el deber constitucional es no sólo impulsarlos sino cumplirlos, conforme las disposiciones contractuales vigentes, como sería por ejemplo, contratos de prestación de servicios o de obra pública” [footnoteRef:9]. [9:  Concepto del 24 de febrero de 2005, con radicado No. 1626, C.P. Dra. Gloria Duque Hernández. ] 


De acuerdo con lo anterior, no todas las actividades que las Entidades Estatales deben desarrollar para alcanzar sus objetivos misionales deben ejecutarse a través de la celebración de contratos del artículo 355 superior o convenios de asociación. Debe tenerse en cuenta que lo que determina la aplicación del Decreto 092 de 2017 no es únicamente el carácter de las ESAL sino el objeto del contrato o convenio que la entidad pretende adelantar. Por tanto, el hecho de que se trate de una entidad sin ánimo de lucro no implica que necesariamente deba celebrarse un contrato de colaboración o un convenio de asociación. (Respuesta a pregunta 7) 
Ahora bien, respecto de la viabilidad de suscribir un contrato de prestación de servicios, es importante precisar que las actividades y obligaciones de este contrato deben estar relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad, es decir, que hagan parte de su giro ordinario o quehacer cotidiano. Estas actividades deben guardar relación con el funcionamiento de la entidad y ejecutarse por el tiempo estrictamente indispensable, teniendo en cuenta las necesidades que la administración pública pretenda satisfacer. En otras palabras, su propósito es desarrollar actividades relacionadas con el cumplimiento de las funciones y objeto misional a cargo de la entidad contratante, siempre que tales actividades o funciones sean temporales, excepcionales u ocasionales y no puedan realizarse con el personal de planta, bien por ser insuficiente o bien porque se requieran conocimientos especializados. Por consiguiente, en estos contratos no pueden suplirse, de forma definitiva, las funciones permanentes de la entidad.
Vale la pena poner de presente lo establecido en la “Guía para la Incorporación de Lineamientos de Integridad en la Contratación de Prestación de Servicios” expedida por esta Agencia, en la que se indicó que:  “la delimitación del objeto del contrato proviene no sólo de las normas positivas que lo definen, sino también de disposiciones prohibitivas o restrictivas que indican que el contrato de prestación de servicios no es un medio para suplir la vinculación de personas naturales en el desempeño de la función pública, ni constituye un instrumento para el cumplimiento propiamente dicho de ella”. De esta manera, únicamente se deberá acudir a esta figura contractual siempre que el objeto a contratar se enmarque en las actividades señaladas, teniendo en cuenta las normas que lo definen y el desarrollo jurisprudencial. (Respuesta a pregunta 6)
Respecto del contrato de aporte es importante señalar corresponden a contratos atípicos, cuya posibilidad de suscripción está fundamentada en el numeral 9 del artículo 21 de ley 7 de 1979[footnoteRef:10] y el Decreto 2388 de 1979 compilado por el Decreto 1084 de 2015, “por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector de Inclusión Social y Reconciliación”[footnoteRef:11]. En esta línea, se trata de una clase de contrato atípico que busca que el ICBF como establecimiento público del orden nacional, en virtud de sus funciones, suscriba negocios jurídicos dirigidos a la atención a la integración y realización armónica de la familia, así como a la protección efectiva de la niñez y la adolescencia. [10:  Artículo 21 de la Ley 7 de 1979: “Artículo veintiuno. El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar tendrá las siguientes funciones:
[…] 
9. Celebrar contratos con personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, nacionales o internacionales para el manejo de sus campañas, de los establecimientos destinados a sus programas y en general para el desarrollo de su objetivo […]”]  [11:  “Artículo 2.4.3.2.9. Organismo nacional responsable de la acreditación. Por la naturaleza especial del servicio de bienestar familiar, el ICBF podrá celebrar contratos de aporte, entendiéndose por tal cuando el Instituto se obliga a proveer a una institución de utilidad pública o social de los bienes (edificios, dineros, etc.) indispensables para la prestación total o parcial del servicio, actividad que se cumple bajo la exclusiva responsabilidad de la institución, con personal de su dependencia, pero de acuerdo con las normas y el control del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, su vigencia será anual, pero podrá prorrogarse de año en año”.
] 

De esta manera, este contrato cuenta con una regulación especial en el ámbito del ICBF, que debe analizarse a partir de sus disposiciones específicas. Por tanto, a juicio de esta Agencia, la participación de una entidad territorial en el Sistema Nacional de Bienestar Familiar o la aplicación de lineamientos técnicos del ICBF no supone, por sí sola, que se traslade automáticamente a sus contratos el régimen especial del ICBF. Por tanto, la utilización de esta figura debe sustentarse en el marco normativo aplicable a la entidad contratante y en la naturaleza del vínculo que se pretende establecer. 
Así, aunque en el marco de la Guía Operativa de la Modalidad Hogar de Paso expedida por el ICBF se hace referencia a la autonomía de la entidad territorial para determinar el tipo de contrato de aporte, esta orientación no implica que dichas entidades adquieran automáticamente la misma posición jurídica del ICBF ni que les resulte aplicable, por ese solo hecho, la totalidad del régimen especial de contratación previsto para este Instituto. La entidad territorial deberá establecer el fundamento jurídico de la figura que pretende utilizar y determinar las normas aplicables de acuerdo con sus competencias, el objeto contractual y las obligaciones que se acuerden. (Respuesta pregunta 3)
En cuanto a la celebración de convenios o contratos interadministrativos, se precisa que si bien el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública hace referencia de manera expresa al contrato interadministrativo o, en términos generales, a los interadministrativos y no al convenio, tanto jurisprudencial como doctrinariamente, se han hecho diferenciaciones conceptuales entre los contratos interadministrativos y los convenios interadministrativos de que trata el artículo 95 de la Ley 489 de 1998, que para efectos de la consulta planteada resultan determinantes. 
En este sentido, la jurisprudencia del Consejo de Estado ha resaltado que aunque estas tienen un tronco común, se diferencian en su naturaleza y finalidad en la medida en que los contratos estatales –en general– comportan obligaciones de contenido patrimonial que se traducen en intereses contrapuestos entre las partes pues implican un gravamen a cambio de un beneficio en una relación de carácter conmutativo, mientras que los convenios interadministrativos involucran la ejecución de actividades en función de un interés común para las partes; en esencia se pretende el cumplimiento de fines coincidentes entre quienes lo ejecutan. 
Mientras que en el contrato interadministrativo las finalidades de las partes divergen, en el convenio convergen y cooperan en función del cumplimiento eficiente de un propósito estatal común superior. En esa línea, una interpretación sistemática de las leyes 80 de 1993, 1150 de 2007 y 1474 de 2011 invitaría a considerar el contrato interadministrativo como una relación jurídica patrimonial, onerosa y conmutativa, en la que existen unas exigencias y restricciones normativas adicionales, de manera que, en efecto, dista de la naturaleza y esencia del convenio interadministrativo. 
De esta manera, si bien tanto los contratos como convenios interadministrativos comparten características comunes, entre ellas que ambos se celebran entre entidades públicas, difieren en cuanto a ciertas características esenciales, según lo ha venido señalando el Consejo de Estado. Así, mientras que el contrato interadministrativo se caracteriza por su naturaleza onerosa, patrimonial y se conforma por intereses básicamente contrapuestos, los convenios interadministrativos, por su parte, tienen una finalidad asociativa perseguida por las partes suscriptoras cuyos intereses se encaminan en la misma dirección y persiguen los mismos objetivos, de conformidad con el ejercicio de las funciones y competencias que les son propias y propendiendo por la cooperación interinstitucional. 
Al respecto, se precisa que, en relación con la modalidad de selección aplicable a la celebración de contratos interadministrativos, el literal c) del numeral 4 del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007 establece que las Entidades Estatales pueden suscribirlos de manera directa, siempre que las obligaciones derivadas de los mismos tengan relación con el objeto de la entidad ejecutora. Sin embargo, esa misma Ley establece excepciones concretas a esta facultad, aplicable a los supuestos en que ciertas tipologías contractuales sean ejecutadas por alguna de las Entidades Estatales enlistadas en dicha restricción. 
De esta manera, si la entidad territorial contempla la celebración de un contrato interadministrativo para desarrollar el Servicio Público de Bienestar Familiar de red de hogares de paso, las obligaciones derivadas de este deben guardar relación con el objeto de la entidad ejecutora. Así mismo, como lo dispone el inciso 3 del literal c) del numeral 4 del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007 “En aquellos eventos en que el régimen aplicable a la contratación de la entidad ejecutora no sea el de la Ley 80 de 1993, la ejecución de dichos contratos estará en todo caso sometida a esta ley, salvo que la entidad ejecutora desarrolle su actividad en competencia con el sector privado o cuando la ejecución del contrato interadministrativo tenga relación directa con el desarrollo de su actividad”. (Respuesta a pregunta 8)
Por su parte, se precisa que la ausencia de familias disponibles, la falta de oferentes en un proceso o la declaratoria de desierta constituyen situaciones jurídicamente diferenciables y deben atenderse mediante los mecanismos previstos en el ordenamiento. La urgencia manifiesta, regulada en los artículos 42 y 43 de la Ley 80 de 1993, requiere la configuración de sus presupuestos legales y la expedición del acto administrativo motivado correspondiente. La necesidad inmediata de proteger a un niño, niña o adolescente no configura automáticamente esta causal, sin perjuicio del deber de las autoridades competentes de adoptar oportunamente las medidas de protección y de que la entidad territorial adelante las actuaciones contractuales necesarias para garantizar la continuidad del servicio, dentro del marco legal respectivo. (Respuesta a pregunta 9)
Bajo estas consideraciones, debe precisarse que, es la entidad estatal, después de analizar detalladamente el objeto, y previa justificación de su régimen jurídico, quien debe definir en que tipo contractual se encuadra la actividad a contratar, para lo cual resultan relevantes las consideraciones aquí esbozadas. En ese sentido, determinar el tipo de vinculación, es un asunto que compete a la correspondiente entidad, labor que además tampoco resulta posible en una valoración ex ante realizada en el marco del ejercicio de la función consultiva, sin conocer las particularidades técnicas del objeto contractual. Esto sin perjuicio del análisis jurídico aquí realizado en torno a las categorías contractuales que pudieran ser relevantes para dicho propósito.
En este contexto, en la estructuración del proceso que la entidad determine, atendiendo a la modalidad de selección aplicable y al tipo de contrato, se deberá elaborar los estudios y documentos previos que permitan identificar la necesidad, determinar el objeto, estimar el presupuesto, analizar el sector, establecer los requisitos habilitantes y asignar los riesgos previsibles. Tales exigencias deberán guardar relación con el objeto y las condiciones de ejecución, ser proporcionales a los riesgos y evitar restricciones injustificadas a la participación, particularmente cuando se trate de familias acogedoras o de entidades con capacidades operativas limitadas. La planeación contractual deberá considerar la duración necesaria para atender la necesidad pública, la posibilidad de prórrogas y adiciones dentro de los límites legales, y la procedencia de vigencias futuras cuando corresponda. 
La exigencia del Registro Único de Proponentes, de garantías y de experiencia deberá determinarse conforme al régimen jurídico aplicable, al tipo de contratación, la modalidad de selección, las excepciones legales y la naturaleza del procedimiento. En los casos en que las garantías no sean obligatorias, la entidad deberá justificar su exigencia o no exigencia en los estudios y documentos previos, de acuerdo con la reglamentación correspondiente.
Adicionalmente, en atención a que la entidad es autónoma en celebrar los acuerdos que permitan la autonomía de la voluntad, la estructuración del contrato a celebrar podrá considerar los esquemas de pago que considere adecuado, ya sea por disponibilidad efectiva, por atención prestada o una combinación de componentes fijos y variables, siempre que su justificación responda a la estructura de costos, las obligaciones contractuales y los riesgos de la operación. En este marco, se recomienda que los documentos del proceso permitan establecer los indicadores, soportes y mecanismos de verificación para acreditar el cumplimiento, diferenciar la disponibilidad de la ocupación efectiva y duplicidad de reconocimientos. 
Así mismo, se recomienda que los recursos destinados a las familias acogedoras se clasifiquen de acuerdo con su finalidad y con la naturaleza jurídica del vínculo. Esta determinación permitirá establecer los instrumentos de formalización, los soportes para su entrega, las obligaciones de rendición de cuentas y los controles aplicables. 
Los lineamientos técnicos del ICBF, los criterios de idoneidad y las licencias o autorizaciones exigibles deberán incorporarse a la estructuración del servicio en cuanto resulten aplicables y conforme a las orientaciones que determine esta entidad. Así, los aspectos relacionados con los estándares de atención, la modalidad de protección y las autorizaciones propias del Servicio Público de Bienestar Familiar deberán examinarse conforme a las disposiciones y orientaciones de la autoridad competente.
Durante la ejecución, la entidad deberá establecer mecanismos de seguimiento que permitan verificar la disponibilidad efectiva de los hogares, la atención prestada, el cumplimiento de los estándares técnicos y la correspondencia entre los servicios acreditados y los pagos efectuados. La supervisión contractual deberá desarrollarse conforme a las obligaciones asignadas y a las disposiciones aplicables, sin sustituir las funciones de las autoridades administrativas responsables del proceso de restablecimiento de derechos.
La publicidad de los documentos y actuaciones contractuales deberá observar las reglas aplicables al Sistema Electrónico para la Contratación Pública —SECOP—, sin perjuicio de las reservas legales y de los deberes de protección de los datos personales. En particular, la información publicada deberá tratarse de manera que no se divulguen indebidamente los expedientes de protección ni los datos que permitan identificar o comprometer la intimidad y seguridad de los niños, niñas, adolescentes y familias acogedoras.
En suma, corresponde a la entidad territorial, dentro de sus competencias, estructurar y adelantar las actuaciones contractuales, justificar la modalidad de selección, ordenar el gasto, administrar los recursos y ejercer la supervisión. El ICBF desarrolla las funciones técnicas y de orientación que le atribuye el ordenamiento, mientras que las autoridades administrativas competentes adoptan y revisan las medidas de protección conforme a la Ley 1098 de 2006. En consecuencia, la articulación institucional dentro del Sistema Nacional de Bienestar Familiar, la inscripción de una familia en la red o la expedición de una medida de ubicación no reemplazan, cuando sean exigibles, los requisitos y actuaciones necesarios para formalizar y ejecutar el vínculo contractual correspondiente. (Respuesta a las preguntas 10 a 16)
Finalmente, es pertinente indicar que Colombia Compra Eficiente, por vía consultiva, no puede definir un criterio universal y absoluto, sino que brinda elementos hermenéuticos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Por ello, serán las entidades públicas que adelantan el proceso de contratación, las facultadas para determinar en cada caso particular y concreto, con los principios básicos y las normas que rigen el EGCAP.  En otras palabras, los conceptos de esta Agencia tienen como objeto la interpretación de normas de carácter general, esto es, del ordenamiento jurídico en abstracto, no la resolución de controversias o la asesoría para casos concretos; además, no son vinculantes o de obligatorio cumplimiento para el destinatario, sino que expresan la posición interpretativa del organismo que elabora el concepto.

4. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes:
	· Ley 7 de 1979. Artículo 21
· Ley 80 de 1993. Artículos 13, 32, 39, 40, 41
· Ley 1150 de 2007. Artículo 2
· Ley 1098 de 2006. Artículo 58
· Decreto 092 de 2017
· Decreto 2388 de 1979
· Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Subsección B. Sentencia del 10 de mayo de 2018. Exp. 41186. C.P. Stella Conto Díaz del Castillo.
· Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. Guía Operativa de la Modalidad de Hogar de Paso. Disponible: Aquí



5. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente se refirió sobre la Red de Hogares de Paso en el concepto C-1853 del 2025. Este y otros se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de relatoría de la Agencia, al cual se puede acceder a través del siguiente enlace: https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos

Las garantías no son un requisito formal: son el instrumento con el que se protege el patrimonio público frente a los riesgos del contrato. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a consultar la nueva versión de la Guía para la Exigencia y Constitución de Garantías en los Procesos de Contratación, dirigida a las entidades sometidas al EGCAP y a las de regímenes exceptuados, así como a proveedores y órganos de control. Encontrarás orientaciones sobre las clases de garantías admisibles, la correspondencia entre riesgos asignados y amparos exigidos, su suficiencia y vigencia, y el procedimiento para hacerlas efectivas. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-de-garantias-en-procesos-de-contratacion

De otro lado, te contamos que el Decreto 287 del 19 de marzo de 2026 sustituyó los artículos 2.2.1.2.4.2.6., 2.2.1.2.4.2.7. y 2.2.1.2.4.2.8. del Decreto 1082 de 2015 y estructuró el Sistema Integral de Preferencias en favor de las personas con discapacidad, en cumplimiento del artículo 13 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013. Para orientar su aplicación, esta Agencia expidió la Circular Externa 003 del 12 de mayo de 2026, en la que precisa quiénes son los beneficiarios, las cinco medidas que integran el sistema y su obligatoriedad según la modalidad de selección, y el régimen de transición aplicable a los procesos en curso. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-003-de-2026

Recuerda también que la información sobre sanciones e inhabilidades solo cumple su función preventiva si llega oportunamente a los registros públicos. Sobre este deber, esta Agencia expidió la Circular Externa 002 del 5 de mayo de 2026,dirigida a todas las entidades del Estado sin distinción de su régimen contractual, en la que reitera la obligatoriedad de reportar caducidades, multas, sanciones, declaratorias de incumplimiento e inhabilidades ante las Cámaras de Comercio, la Procuraduría General de la Nación y el SECOP, e indica los responsables, los portales dispuestos para el efecto y las consecuencias disciplinarias de omitir este deber. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-002-de-2026

Finalmente, si quieres seguir de cerca la actividad de la Agencia, la tercera edición de 2026 del Radar de la Compra Pública reúne, entre otros contenidos, la Circular Externa 003 de 2026, el Decreto 552 de 2026, un estudio sobre inteligencia artificial en la compra pública, los avances de la Relatoría, análisis jurisprudencial, conceptos jurídicos destacados y la oferta de la Escuela Virtual ANCP-CCE. Descárgalo aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/boletin/boletin-edicion-n-3-de-2026-radar-de-la-compra-publica

Aprovechamos la oportunidad de manifestar la entera disposición de la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– para atender las peticiones o solicitudes, así como para brindar el apoyo que se requiera en el marco de nuestras funciones a través de nuestros diferentes canales de atención: 

· Línea nacional gratuita o servicio a la ciudadanía (Mesa de servicio): 01800 0520808
· Línea en Bogotá (Mesa de servicio):+57 601 7456788
· Correo de radicación de correspondencia: ventanilladeradicacion@colombiacompra.gov.co
· Formulario web para PQRSD: https://www.colombiacompra.gov.co/pqrsd/informacion-importante-antes-de-formular-una-pqrsd

Evalúa el servicio que ofrece la Agencia por el canal de atención de PQRSD en el siguiente enlace :https://forms.office.com/r/pPHyWVs2SZ .¡Ayúdanos a mejorar porque el compromiso es de todos!

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce
        
Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente, 
[image: ]
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	Tatiana Baquero Iguarán
Contratista de la Subdirección de Gestión Contractual
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